IQUIQUE, cuatro de Julio de dos mil catorce.
VISTO:
A fojas 13, comparece JAVIER ARAYA RODRÍGUEZ, Defensor Penal Público Penitenciario, en representación del condenado MATIAS IGNACIO BUGUEÑO ALANIZ, quien deduce recurso de amparo en contra del señor Juez de Garantía don Ricardo Leyton Pavez.
Funda su acción en que el señor Juez recurrido, con fecha 23 de junio pasado, dictó una resolución ilegal, por la cual no dio lugar a la solicitud planteada por su parte de abonar el tiempo que su defendido estuvo privado de libertad en la causa Ruc 1200849598-8, RIT 46-2013 del Tribunal de Juicio Oral Penal de Iquique, donde en definitiva resultó absuelto, a la pena que actualmente se encuentra cumpliendo en los autos RUC 1301265277-6, RIT 18039-2013, del Juzgado de Garantía de esta ciudad, dando así por cumplida la sanción corporal impuesta de 301 días de presidio menor en su grado mínimo. 

Explica que efectivamente, en la primera causa, su representado fue sometido a prisión preventiva el día 27 de agosto de 2012, tras ser formalizado como autor de un delito de robo con intimidación, egresando desde el Complejo Penitenciario de Alto Hospicio el 5 de abril de 2013, al ser absuelto por sentencia definitiva. Añade que en la segunda causa fue condenado el 30 de diciembre de 2013, a una pena corporal de 301 días de presidio menor en su grado mínimo, como autor de un delito frustrado de robo de cosas que se encuentran en bienes nacionales de uso público, encontrándose privado de libertad desde el 20 de febrero de 2014, finalizando su condena el 16 de diciembre de este año.

Afirma que el señor Juez recurrido no dio lugar a su petición razonando, en síntesis, sobre la inaplicabilidad del artículo 164 del Código Orgánico de Tribunales y la inexistencia de una norma que regule expresamente el abono de penas.

Sostiene que de acuerdo al principio de inexcusabilidad, recogido en los artículos 76 inciso segundo de la Constitución Política de la República y 10 inciso segundo del Código Orgánico del Tribunales, el Juez está llamado a integrar el derecho y buscar desde allí una solución al conflicto jurídico, teniendo presente los principios generales inspiradores del derecho penal, como el indubio pro reo y el principio pro homine, y las directrices que los recogen contenidas en los Tratados Internacionales de derechos humanos.

Citando los artículos 19 Nº 7 letra b) de la Constitución Política de la República, 26 del Código Penal, 348 inciso segundo y 413 del Código Procesal Penal, señala que nadie puede ser privado de libertad sino por causa legal y que el tiempo que de acuerdo a la ley debe servir de abono para el cumplimiento de la pena temporal que se imponga, no distingue respecto al proceso en el cual se produjo la detención o prisión preventiva que habilita su concurrencia, de modo que nada impide la aplicación en el sentido solicitado.

Indica que el Tribunal ha incurrido en una arbitrariedad e ilegalidad, por lo que solicita se acoja la presente acción de amparo, ordenando que el tiempo que su representado permaneció privado de libertad en la causa Ruc 1200849598-8, Rit 46-2013 del Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Iquique, donde en definitiva fue absuelto, sea abonada en los autos Ruc 1301265277-6, Rit 18039-2013, del Juzgado de Garantía de esta ciudad, donde resultó condenado, dando esta pena por cumplida e instruyendo su inmediata libertad.  Adjunta los documentos que rolan de fs. 1 a 12.

A fojas 48, el Sr. Juez de Garantía Mauricio Chía Pizarro, informando el presente recurso por el Juez Sr. Ricardo Leyton Pavez, a la sazón con feriado legal, señala, en síntesis, que se negó lugar a la solicitud de la Defensa atendida razones de forma y de fondo. De forma, por no cumplirse el requisito legal de tratarse de hechos que pudieran haberse juzgado conjuntamente y ser materia de una misma sentencia; y de fondo, atendida la diversa naturaleza de la privación de libertad en ambos casos, esto es, en la causa Rit 46-2013 como medida cautelar y en la causa Rit 18039-2013, por condena a una pena privativa de libertad de carácter efectiva.  Adjunta documentos que rolan de fojas 20 a 44.

A fojas 49 se trajeron los autos en relación.
CON LO RELACIONADO Y CONSIDERANDO:
PRIMERO: El artículo 21 de la Constitución Política de la República establece que todo individuo que se hallare arrestado, detenido o preso con infracción de lo dispuesto en la Constitución o en las leyes, podrá ocurrir por sí, o por cualquiera a su nombre, a la magistratura que señale la ley, a fin de que ésta ordene se guarden las formalidades legales y adopte de inmediato las providencias que juzgue necesarias para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del afectado. Agrega su inciso tercero que el mismo recurso podrá ser deducido a favor de toda persona que ilegalmente sufra cualquiera otra privación, perturbación o amenaza en su derecho a la libertad personal y seguridad individual.
SEGUNDO: Que, del mérito de los antecedentes, se desprende que efectivamente el amparado MATÍAS IGNACIO BUGUEÑO ALANIZ, fue formalizado como autor de un delito de robo con intimidación en la causa Ruc 1200849598-8, donde quedó en prisión preventiva a partir del 27 de agosto de 2012, situación que se mantuvo hasta su absolución por el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de esta ciudad, el día 5 de abril de 2013. Consta, del mismo modo, que en la causa Ruc 1301265277-6, con fecha 30 de diciembre de 2013, tras controlarse su detención, fue condenado en juicio simplificado a la pena corporal de 301 de presidio menor en su grado mínimo, como autor de un delito frustrado de robo en bienes nacionales de uso público, encontrándose privado de libertad desde el 20 de febrero de 2014, fecha en que se hizo efectiva una orden de aprehensión en su contra, teniendo como fecha de término de condena el 16 de diciembre de este año.

TERCERO: Así las cosas, aparece de manifiesto que el amparado Bugueño Alaniz, fue sometido a una medida cautelar de prisión preventiva en una causa por la que en definitiva resultó absuelto, y posteriormente,  fue condenado en otra causa diferente donde se le aplicó una pena corporal efectiva. 

CUARTO: Que frente a la petición de la Defensa, consistente en abonar el tiempo que el imputado estuvo privado de libertad en la primera causa, al tiempo que debe purgar efectivamente en su actual condena, resulta necesario acudir a una interpretación armónica e integral de las normas que regulan la aplicación de las medidas restrictivas de libertad y la determinación de las penas en nuestra legislación penal.

Desde ese punto de vista, debe observarse que el artículo 348 del Código Procesal Penal, en su inciso segundo, establece que la sentencia que condenare a una pena temporal deberá expresar con toda precisión el día desde el cual empezará ésta a contarse y fijará el tiempo de detención, prisión preventiva y privación de libertad impuesta de conformidad a la letra a) del artículo 155, que deberá servir de abono para su cumplimiento, norma que no distingue respecto de las causas en las cuales se haya dispuesto la detención o prisión preventiva para los efectos de determinar el abono de tiempo aplicable, por lo que resulta claramente posible, entonces, aplicarlo al caso de la especie, idea que debe ligarse a lo dispuesto en el artículo 413, inciso penúltimo, del mismo texto legal, que reitera la exigencia respecto de toda sentencia condenatoria en cuanto imponga sanciones temporales de indicar, con exactitud, el día desde el que ésta deberá contarse, fijando el tiempo de detención o prisión preventiva que deberá servir de abono para el cumplimiento, sin distinguir tampoco las causas a las que éste se refiere ni prohibir, de manera alguna, la hipótesis planteada por la Defensa, debiendo observarse que tales normas, como lo ha sostenido nuestro máximo tribunal, resultan más acorde con la regla del artículo 5°, inciso segundo, del cuerpo legal citado y con la garantía constitucional del numeral 7° del artículo 19 de la Carta Magna, y que, en definitiva representan una justa retribución a la errática actuación estatal materializada en una privación de libertad innecesaria o injusta.

QUINTO: Que, en consecuencia, al decidir el señor Juez recurrido que no resulta posible el abono de penas en los términos que se viene indicando, ha incurrido en una ilegalidad, pues apartándose de una interpretación armónica e integral de la normativa penal aplicable al caso, exigida a la luz del artículo 76 inciso segundo de la Constitución Política de la República y 10 inciso segundo del Código Orgánico de Tribunales, ha vulnerado la garantía constitucional aludida en el motivo anterior, por lo que procede acoger el recurso de amparo deducido. 

Y visto, además, lo prevenido en el artículo 21 de la Constitución Política de la República, y Auto Acordado de la Excma. Corte Suprema sobre la materia, SE ACOGE el recurso de amparo de fojas 5 y se declara que el tiempo que el amparado MATIAS IGNACIO BUGUEÑO ALANIZ cumplió en prisión preventiva en los autos Ruc 1200849598-8, son abonados a la causa Ruc 1301265277-6, donde cumple una condena corporal efectiva de 301 días de presidio menor en su grado mínimo, desde el 20 de febrero de 2014, teniéndose ésta por cumplida.

Dese de inmediato orden de libertad, si no estuviere privado de ella por otra causa, comunicándose al Juzgado de Garantía de esta ciudad.

Regístrese, comuníquese y archívese en su oportunidad.
Rol Nº 55-2014 Crimen (Amparo)

Pronunciado por el Ministro sr. PEDRO GÜIZA GUTIÉRREZ, el Fiscal Judicial sr. JORGE ARAYA LEYTON y el Abogado Integrante sr. ISMAEL CANALES PINTO.  Autoriza doña KARLA FIEDLER QUIÑIÑIR, Secretaria Ad.-Hoc.

En Iquique, a cuatro de julio de dos mil catorce, notifiqué por el estado diario la sentencia precedente.-
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